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La Orden de 11 de diciembre de 1998 delega la com-
petencia en materia de recursos administrativos, excepto en
materia general de función y pública y los que afecten al per-
sonal funcionario de la Administración de Justicia, en el Ilmo.
Sr. Secretario General Técnico de la Consejería de Gobernación
y Justicia.

I I

Alega como único motivo de impugnación la recurrente
que el establecimiento no se encontraba abierto al público
en el momento de la comprobación por los funcionarios poli-
ciales “sino que una vez que había cumplido la hora de cierre,
los camareros y propietarios del establecimiento se dedican
a preparar las bebidas para el día siguiente”. Sin embargo,
en el acta de infracción levantada al efecto se indica claramente
que el local permanecía abierto al público a las 4 horas del
día 27.2.1998.

Sobre la veracidad de los hechos constatados en la denun-
cia, ha sido y es constante la Jurisprudencia del Tribunal Supre-
mo que atribuye a los informes policiales, en principio, vera-
cidad y fuerza probatoria, al responder a una realidad de hecho
apreciada directamente por los Agentes, todo ello salvo prueba
en contrario. En tal sentido, la Sentencia de la Sala Tercera
de dicho Alto Tribunal de 5 de marzo de 1979, al razonar
la adopción de tal criterio, afirma que “si la denuncia es for-
mulada por un agente de la autoridad especialmente encargado
del servicio, la presunción de legalidad y veracidad que acom-
paña a todo obrar de los órganos administrativo, incluso de
sus Agentes, es un principio que debe acatarse y defenderse,
tanto en la vía administrativa como en la contencioso-admi-
nistrativa, ya que constituye garantía de una acción admi-
nistrativa eficaz”.

Por su parte, la Sentencia de 24 de abril de 1997
(RJ 1997\3614) mantiene que el derecho a la presunción
de inocencia, reconocido a todo acusado en el artículo 24.2
de la Constitución, constituye uno de lo derechos fundamen-
tales de la persona que vincula a todos los poderes públicos,
siendo de aplicación inmediata y constituyendo uno de los
principios básicos de nuestro ordenamiento jurídico. Dicho
principio desenvuelve su eficacia cuando existe una falta abso-
luta de pruebas o cuando las practicadas no reúnen las garan-
tías debidas. Junto a la exigencia de una válida actividad pro-
batoria, constituye otra premisa fundamental de este principio
que la carga probatoria pesa sobre la acusación, así como
la valoración de la prueba es competencia propia y exclusiva
del órgano judicial. Debe decirse, en este sentido, que la prueba
desvirtuadora de la presunción de inocencia -en cuanto pre-
sunción “iuris tantum”- tiene por objeto, obviamente, hechos
en un doble aspecto: De un lado la existencia del hecho punible
y, de otro, la participación del acusado en el mismo. Como
se desprende de cuanto queda dicho, la presunción de ino-
cencia queda destruida por la prueba apreciada libremente
por el juzgador (v. SSTC 31/1989, de 28 de julio, 36/1983,
de 11 de mayo, y 92/1987, de 3 de junio, entre otras).

A tenor de todo ello, y conforme a la Sentencia del Tribunal
Constitucional de 28 de julio de 1981 “la estimación de la
presunción de inocencia ha de hacerse respetando el principio
de libre apreciación de la prueba por parte del Tribunal de
instancia, lo que supone que los distintos elementos de prueba
puedan ser libremente ponderados por el mismo a quien corres-
ponde valorar su significación y trascendencia para funda-
mentar el fallo”. Si bien este precepto se refiere a la actuación
de los Tribunales de Justicia, hay que tener presente que tam-
bién el Tribunal Constitucional, en su Sentencia de 8 de julio
de 1981, ha declarado, de conformidad con lo establecido
en el artículo 25 de la Constitución, que los principios ins-
piradores del ordenamiento penal son aplicables, con ciertos
matices, al Derecho Administrativo sancionador, dado que
ambos son manifestaciones jurídicas del ordenamiento puni-

tivo del Estado, según era ya doctrina reiterada y constante
del Tribunal Supremo.

Por todo ello, hay que concluir que, en el caso que nos
ocupa, los hechos imputados deben ser tenidos por ciertos,
al haber sido objeto de comprobación por inspección directa
de los Agentes que fomularon la denuncia, y no deducir el
interesado en las actuaciones hasta ahora practicadas prueba
alguna que desvirtúe la imputación de la infracción cometida,
ya que ninguna eficacia tiene, en este sentido, una simple
negación de los hechos denunciados.

En consecuencia, vistos la Ley Orgánica 1/992, de 21
de febrero, sobre protección de la seguridad ciudadana; el
Real Decreto 2816/82, de 27 de agosto, por el que se aprueba
el Reglamento general de policía de espectáculos públicos y
actividades recreativas; la Orden de 14 de mayo de 1987,
por la que se determinan los horarios de cierre de espectáculos
y establecimientos públicos, así como las demás normas de
especial y general aplicación resuelvo desestimar el recurso
interpuesto confirmando la Resolución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante el Juzgado Conten-
cioso-Administrativo donde tenga su domicilio el demandante,
o se halle la sede del órgano autor del acto originario impug-
nado, a elección de aquél; todo ello de conformidad con lo
dispuesto en los artículos 8, 14 y 46 de la Ley reguladora de
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de 13 de julio de
1998. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden 11.12.98).
Fdo.: Rafael Cantueso Burguillos».

Sevilla, 21 de enero de 2000.- El Secretario General
Técnico, Rafael Cantueso Burguillos.

ANUNCIO de la Dirección General de Espectáculos
Públicos, Juego y Actividades Recreativas, por la que
se publican actos administrativos relativos a procedi-
mientos sancionadores en materia de juegos y/o espec-
táculos públicos.

En virtud de lo dispuesto en los artículos 58 y 59.4 en
relación con el art. 61 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, modificada por Ley
4/1999, de 13 de enero, por el presente anuncio se notifica
a los interesados que se relacionan los siguientes actos admi-
nistrativos, para cuyo conocimiento íntegro podrán comparecer
en la sede de esta Dirección General, sita en calle Jesús del
Gran Poder, núm. 30, de Sevilla:

Interesado: Repara, S.L.
Expediente: SC 154/98-M.
Fecha: 20.7.99.
Acto notificado: Pta. y Resolución expediente.
Materia: Máquinas Recreativas y de Azar.

Interesado: Salvador Fargallo Sánchez.
Expediente: CA 144/99-M.
Fecha: 10.11.99.
Acto notificado: Resolución.
Materia: Máquinas Recreativas y de Azar.

Interesado: Recreativos Barbate, S.L.
Expediente: CA 231/98-M.
Fecha: 3.11.99.
Acto notificado: Resolución.
Materia: Máquinas Recreativas y de Azar.

Interesado: Automatismo Andaluz, S.L.
Expediente: H 105/99-M.
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Fecha: 1.12.99.
Acto notificado: Resolución.
Materia: Máquinas Recreativas y de Azar.

Interesado: José Antonio Navarro Ruiz.
Expediente: H 99/99-M.
Fecha: 25.11.99.
Acto notificado: Resolución.
Materia: Máquinas Recreativas y de Azar.

Plazo de recurso de alzada: Un mes, a partir del siguiente
al de la publicación, ante la Excma. Sra. Consejera de Gober-
nación y Justicia, con los requisitos señalados en los artícu-
los 110, 114 y 115 de la citada Ley 30/1992.

Sevilla, 21 de enero de 2000.- El Director General, Rafael
Martín de Agar y Valverde.

ANUNCIO de la Delegación del Gobierno de Alme-
ría, notificando Propuesta y Resolución recaídas en
el expediente sancionador AL-151/99-EP, incoado por
presunta infracción a la normativa sobre espectáculos
públicos y actividades recreativas.

Vista la devolución efectuada por la Oficina de Correos
de las Propuestas y Resoluciones recaídas en los expedientes
sancionadores que abajo se detallan, incoados por presunta
infracción a la normativa sobre Espectáculos Públicos y Acti-
vidades Recreativas, y en cumplimiento de lo establecido en
los arts. 58 y 59.4 en relación con el art. 61 de la Ley 30/92,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, de 26 de noviembre
de 1992, esta Delegación del Gobierno ha acordado su publi-
cación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, sig-
nificando que, en el plazo de un mes, a contar desde el día
siguiente a la publicación del presente anuncio, quedan de
manifiesto los referidos expedientes en el Servicio de Juegos
y Espectáculos Públicos de esta Delegación del Gobierno, sita
en Paseo de Almería, 68, de Almería, pudiendo los interesados,
dentro del plazo reseñado, presentar recurso de alzada ante
la Excma. Sra. Consejera de Gobernación y Justicia.

Expediente: AL-151/99-EP.
Persona o Entidad denunciada y domicilio: Melchor Nghe-

ma Etugu (X-1776818-E). Ctra. de La Mojonera, 133. Roque-
tas de Mar (Almería), 04740.

Infracción: Art. 1 de la Orden de 14 de mayo de 1987
de la Consejería de Gobernación; art. 81.35 del Reglamento
General de Policía de Espectáculos Públicos y Actividades
Recreativas, y art. 26.e) de la L.O. 1/92, de 21 de febrero.

Sanción impuesta: Veinte mil ptas. (20.000 ptas.).

Almería, 25 de enero de 2000.- El Delegado, Juan
Callejón Baena.

ANUNCIO de la Delegación del Gobierno de Gra-
nada, por el que se notifica Acuerdo de Iniciación de
los expedientes sancionadores que se citan.
(GR-446/99-EP y GR-528/99-EP).

No habiéndose podido notificar a los interesados que a
continuación se relacionan, mediante el presente edicto, de
conformidad con lo establecido en el art. 59.4 de la Ley 30/92,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común,
modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, se les comunica
que disponen de un plazo de quince días, contados a partir
del siguiente a la publicación del presente en el BOJA, de

acuerdo con los artículos 84 y 135 de la citada Ley, para
manifestar por escrito lo que a su derecho convenga, aportando
o proponiendo las pruebas de que, en su caso, intenten valerse.

También disponen del mismo plazo para examinar el expe-
diente, si así lo desean, en esta Delegación del Gobierno de
la Junta de Andalucía, sita en C/ Gran Vía, 34, de Granada:

Núm. expediente: GR-446/99-EP.
Notificado: Fiestas Gómez Tomás y Antonio, C.B.
Ultimo domicilio: Pub «Pentágono». C/ Sócrates, núm. 4.

Granada.
Infracción: Al art. 26.e) de la L.O. 1/92, de 21 de febrero,

en relación con los arts. 1.º, 2.º y 3.º de la Orden de 14.5.87,
y arts. 70 y 81.35 del R.D. 2816/82, de 27 de agosto.

Núm. expediente: GR-528-EP.
Notificado: Azzouzi Hanek.
Ultimo domicilio: C/ Ancha de Capuchinos, núm. 13-1.º

A Izq. Granada.
Infracción: Al art. 26.e) de la L.O. 1/92, de 21 de febrero,

en relación con los arts. 1.º, 2.º y 3.º de la Orden de 14.5.87,
y arts. 70, 81.35, 79, 80 y 81.17 del R.D. 2816/82, de
27 de agosto.

Granada, 19 de enero de 2000.- El Delegado, Jesús
Quero Molina.

ANUNCIO de la Delegación del Gobierno de Gra-
nada, notificando Resoluciones recaídas en los expe-
dientes sancionadores que se citan. (GR-329/99-EP,
371/99-EP y GR-422/99-EP).

No habiéndose podido notificar a los interesados que a
continuación se relacionan, mediante el presente edicto, de
conformidad con lo establecido en el art. 59.4 de la Ley 30/92,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común,
modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, se les anuncia
que ha recaído Resolución en el expediente que se indica,
notificando expresamente que se encuentra a su disposición
en la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía, sita
en C/ Gran Vía, 34, de Granada, a efectos de su conocimiento
y ejercicio de los derechos que le asistan. Advirtiéndoles que,
conforme al art. 114 de la cita Ley y su modificación, podrán
formular recurso de alzada ante la Excma. Sra. Consejera de
Gobernación y Justicia en el plazo de un mes, contado a partir
del día siguiente de la fecha de esta publicación.

Núm. expediente: GR-329/99-EP.
Notificado: José A. González Jiménez.
Ultimo domicilio: C/ Guadalfeo, núm. 9. Puntalón-Motril

(Granada).
Infracción: Al art. 26.e) de la L.O. 1/92, de 21 de febrero,

en relación con los arts. 1.º, 2.º y 3.º de la Orden de 14.5.87,
y arts. 70 y 81.35 del R.D. 2816/82, de 27 de agosto.

Núm. expediente: GR-371/99-EP.
Notificado: Juan Antonio García Guerrero.
Ultimo domicilio: C/ Carretera, núm. 9. Jerez del Mar-

quesado (Granada).
Infracción: Al art. 26.e) de la L.O. 1/92, de 21 de febrero,

en relación con los arts. 1.º, 2.º y 3.º de la Orden de 14.5.87,
y arts. 70 y 81.35 del R.D. 2816/82, de 27 de agosto.

Núm. expediente: GR-422/99-EP.
Notificado: Francisco J. Fernández Hidalgo.
Ultimo domicilio: C/ Sur, núm. 8. La Zubia (Granada).


